Seminario de Derecho Local. Fundación Ramón Sainz de Varanda

INFORMACION SOBRE LEGISLACIÓN Y JURISPRUDENCIA EN MATERIA DE MEDIO AMBIENTE

Para la sesión del 16 de noviembre de 2007 

en la Fundación Ramón Saínz de Varanda

I)  NOVEDADES NORMATIVAS:

1. Estado.

Leyes

a)  Ley 5/2007, de 3 de abril (BOE del 4), de la Red de Parques Nacionales.

El objeto de la Ley es el de establecer el régimen jurídico de los Parques Nacionales. En ella se fijan, entre otros aspectos, los objetivos de la Red (art. 4); se crea el Consejo de la Red  como órgano consultivo colegiado (art. 6), derivando al reglamento su composición y se le asignan  facultades informantes; se prevé un Plan Director de la Red como instrumento básico de coordinación; se fijan los requisitos para que un espacio pueda declararse Parque Nacional (art, 9), los efectos jurídicos de tal declaración (art. 13) y  el procedimiento de modificación de los límites inicialmente fijados (art. 14); un régimen de protección preventiva (artículo 11); se establece la obligación de aprobar los planes Rectores de uso y gestión (art. 17) y la creación de los Patronatos como órgano de participación de la sociedad en los Parque Nacionales (art. 18). 

En sus Disposiciones  adicionales se faculta al Gobierno para la creación de la Agencia Estatal Red de Parques Nacionales. Se incorpora un anexo relacionando los tipos de sistemas naturales terrestres y marinos a representar en la red que se crea. Y en la disposición derogatoria única se derogan determinados artículos y disposiciones adicionales  y la disposición final segunda de la Ley 4/1989, de 27 de marzo, de Conservación de los Espacios Naturales y de la Flora y Fauna Silvestres así como su anexo I.

b) Ley 6/2007, de 23 de octubre (BOE del 24), de Responsabilidad Medioambiental.

Esta ley viene a trasponer la Directiva 2004/35/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de abril de 2004, sobre responsabilidad medioambiental en relación con la prevención y reparación medioambiental, incorporando a nuestro ordenamiento un régimen administrativo de responsabilidad ambiental de carácter objetivo e ilimitado basado en los principios  de prevención y de “quien contamina paga”. 

Responsabilidad por daños que será exigible durante 30 años a contar desde que tuvo lugar la emisión, el suceso o incidente que los causó (art. 4). Resultando concurrente dicha responsabilidad con las sanciones penales y administrativas que procedieran (art. 6). 

Pero no todos los recursos naturales están protegidos por la ley. Tan solo aquellos que tienen cabida en el concepto de daño ambiental: como los daños a las aguas, suelo, ribera del mar y rías, especies de flora y fauna y fauna silvestre. Estando excluidos los daños al aire y los denominados daños tradicionales a las personas y sus bienes salvo que estos últimos constituyan un recurso natural.

La ley tiene carácter básico de protección del medio ambiente,  correspondiendo a las comunidades autónomas el desarrollo legislativo y la ejecución de esta ley respecto a los daños causados o a la amenaza inminente de que tales daños no se produzcan cuando estos se localicen en su territorio (art. 7). Además, claro está, de disponer de la facultad para establecer normas adicionales de protección,

El capítulo II se destina a atribuir las responsabilidades  por daños ambientales que pueden alcanzar los operadores de actividades económicas o profesionales, sean personas individuales o sociedades, admitiendo la responsabilidad solidaria o subsidiaría de los gestores y administradores de hecho y de derecho de las personas jurídicas, las de los que sucedan  por cualquier concepto al responsable en la titularidad o en el ejercicio de la actividad causante del daño con los límites legalmente previstos y las de los integrantes de administraciones concursales y los liquidadores de personas jurídicas que no hubieran cumplido con las obligaciones devengadas.

En el capitulo III se regulan las obligaciones relativas a la prevención, evitación y reparación de los daños medioambientales, las potestades administrativas al respecto y las obligaciones de las autoridades competentes en orden a las medidas de prevención, de evitación o de reparación de los daños medioambientales. 

La ley dedica el capítulo IV a la regulación de las garantías financieras obligatorias de los operadores de actividades incluidas en su ámbito de aplicación, exigiendo que la responsabilidad esté garantizada en cuantía suficiente para cubrir las afecciones que  puedan derivarse de su actividad económica o profesional. 

Garantía que será ajena e independiente de la cobertura de cualquier otra responsabilidad penal, civil o administrativa, si bien se limita la duración de la garantía financiera que nunca será superior a 20 millones de euros. 

Se crea en la ley un fondo de compensación de daños medioambientales con las aportaciones de los operadores que contraten un seguro. Fondo que administrará y gestionará el Consorcio de compensación de seguros. Además se crea un fondo estatal de reparación de daños medioambientales destinado a sufragar los costes derivados  de medidas de prevención, de evitación o de reparación de los bienes  de dominio público estatal gestionado por el Ministerio de medio ambiente.

Se cierran los capítulos de la ley  con los dedicados al sistema de infracciones y sanciones, el V, y el VI a las normas aplicables a los procedimientos de exigencia de responsabilidad medioambiental, facultando en este último al público para solicitar a la Administración pública la información de que disponga sobre daños ambientales.

Normas reglamentarias  del Estado

- RD 664/2007, de 25 de mayo (BOE del 5 de junio), por el que se regula la alimentación de aves rapaces necrófagas con subproductos animales no destinados a consumo humano.

- RD 1030/2007, de 20 de julio (BOE del 21), por el que se modifica el RD 1370/2006, de 24 de noviembre, por el que se aprueba el Plan Nacional de Asignación de derechos de emisión de gases de efecto invernadero, 2008-2012.

- RD 1031/2007, por el que se desarrolla el marco de participación en los mecanismos de flexibilidad del Protocolo de Kyoto.

2. Comunidades Autónomas: leyes

A) Andalucía.

- Ley 7/2007, de 9 de julio (BOJA del 20), de Gestión integrada de la Calidad Ambiental.

B) Cantabria.

· Ley 17/2006, de 11 de diciembre (BOE del 17 de enero de 2007), de control ambiental integrado.

C) Aragón.

- Ley orgánica 5/2007, de 20 de abríl, de reforma del Estatuto de Autonomía de Aragón, directa o indirectamente, arts: 18 sobre derechos y deberes en relación con el medio ambiente; 19, Derechos en relación con el agua; 71 competencias exclusivas (apartados: 19, zonas de montaña; 20, montes y vías pecuarias; 21, espacios naturales protegidos; 22, normas adicionales sobre protección del medio ambiente; 23, caza y pesca y la protección de los ecosistemas; 32, desarrollo económico y sostenibilidad); 72, aguas;  75, competencias compartidas (apartados: 2, régimen minero y energético; 3, protección del medio ambiente y art. 77, competencias ejecutivas (apartados: 12, gestión de Parques Nacionales;

· Ley 3/2007, de 21 de marzo (BOA del 9 de abril), de Juventud de Aragón: arts. 23 y 65.

	Artículo 23. Juventud y medio ambiente.


1. Las políticas y las actuaciones administrativas en materia de juventud y medio ambiente de las distintas Administraciones Públicas aragonesas tendrán por objeto la educación y la sensibilización de las personas jóvenes en la protección y el disfrute responsable del entorno natural, con el fin de lograr un uso sostenible de los recursos naturales, el fomento de la solidaridad intergeneracional y el compromiso de la juventud con el medio ambiente.

2. En atención a lo dispuesto en el apartado anterior, se adoptarán medidas concretas tendentes a alcanzar los siguientes objetivos:

a) Desarrollar y promocionar programas y actividades dirigidos a jóvenes que faciliten el conocimiento, el contacto y la valoración del patrimonio natural aragonés.

b) Extender entre la juventud hábitos de conservación de la naturaleza y uso racional de los recursos naturales, así como conductas respetuosas con el medio ambiente.

c) Facilitar el contacto de la población joven con el medio ambiente por medio de las distintas formas de participación juvenil reguladas en la presente Ley.

	Artículo 65. Financiación en materia de juventud.


Las políticas, programas y acciones desarrollados en relación con las distintas materias reguladas en la presente Ley se financiarán por medio de los siguientes recursos:

a) Las aportaciones presupuestarias de las distintas Administraciones Públicas.

b) El pago del precio de los servicios y actividades reguladas en la presente Ley cuando haya lugar a su abono.

c) Las herencias, donaciones o legados de cualquier índole asignados a tal fin.

d) Cualquier otra aportación económica, admitida en derecho, que les sea atribuida o afectada.

b) Extender entre la juventud hábitos de conservación de la naturaleza y uso racional de los recursos naturales, así como conductas respetuosas con el medio ambiente.

c) Facilitar el contacto de la población joven con el medio ambiente por medio de las distintas formas de participación juvenil reguladas en la presente Ley.

D) Castilla-La Mancha.

· Ley 4/2007, de 8 de marzo (BOE del 17 de mayo), de Evaluación Ambiental.

· Ley 11/2007, de 29 de marzo (BOE del 18 de mayo), de creación del Organismo Autónomo Espacios Naturales.

E) Illes Balears.

- Ley 1/2007, de 16 de marzo (BOE de 23 de abril), contra la contaminación acústica. 

F) Castilla y León.

· Ley 6/2007, de 28 de marzo (BOE de 4 de junio), normas reguladoras de aprobación del Proyecto Regional “Ciudad del Medio Ambiente”.

· Ley 8/2007,  de 24 de octubre (BO C y L del 29), de prevención ambiental. 

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.

2 TRIBUNAL SUPREMO.

A) Actividades clasificadas.

a) Instalación de un centro de tratamiento de residuos urbanos a menos de 2000 metros de núcleos habitados.

El TS en su sentencia de 27 de junio de 2007 declara haber lugar al recurso de casación interpuesto contra la sentencia del TSJ de de 18 de julio de 2003 y estima en parte el mismo por “infracción del artículo 4 del Decreto 2414/61, de 30 de noviembre por el que se aprobó el Reglamento de Actividades Molestas, Insalubre, Nocivas y Peligrosas (y el 3 de la Orden de 15 de marzo de 1963 por la que se aprobó la Instrucción que dictó normas complementarias para la aplicación de Decreto mencionado), a cuyo tenor "en todo caso, las industrias fabriles que deban ser consideradas como peligrosas o insalubres sólo podrán emplazarse, como regla general, a una distancia de 2000 metros a contar del núcleo más próximo de población agrupada", ya que se trata de una actividad clasificada y la Ley Foral 16/1989 de control de actividades clasificadas de Navarra no contiene previsiones específicas sobre emplazamiento de estas actividades. Pero es que además considera que “la norma de aquel artículo 4 referida a la distancia mínima exigible engarza directamente con los títulos competenciales relativos (1) a la protección del medio ambiente, en el que las Comunidades Autónomas tienen atribuida la facultad de establecer normas adicionales de protección (artículo 149.1.23ª de la Constitución (RCL 1978, 2836)), con la consecuencia, en lo que ahora importa, de que el apartamiento de aquella norma en el territorio de una Comunidad Autónoma exigirá que la normativa propia de ésta la haya sustituido, sin duda alguna, por otra cuya potencialidad protectora no sea menor”.

b)  La negativa a iniciar un procedimiento de declaración de una zona como acústicamente saturada por ruidos vulnera derechos fundamentales de los afectados que lo soliciten.

El TS en su sentencia de 27 de junio de 2007 declara haber lugar al recurso de casación interpuesto contra la sentencia del TSJ de la Comunidad Valenciana de 18 de julio de 2003 estimando el mismo al considerar que la negativa del Ayuntamiento a la tramitación de un expediente para la declaración de una zona determinada como zona acústicamente saturada por ruidos vulnera los derechos de los recurrentes a la vida privada, a la integridad física o moral, a la intimidad personal y familiar y a la inviolabilidad de domicilio. 

B) Espacios Naturales protegidos: responsabilidad patrimonial de la administración pública por daños causados a cultivos de terrenos colindantes por multitud de aves procedentes del Parque Nacional de Doñana.

El TS desestima el recurso de casación interpuesto contra la sentencia del TSJ de Andalucía que estimo a su vez el RCA interpuesto por supuestos daños causados en terrenos de propiedad particular, reconociendo el derecho a indemnización que deberá abonar la Junta de Andalucía.

La sentencia fundamenta sustancialmente el derecho a una indemnización (casi 30 millones de las antiguas pesetas) “a la vista de la doctrina de esta Sala antes referida, en relación al concepto de "servicio público" a efectos de responsabilidad patrimonial de la Administración, teniendo en cuenta que el régimen del Parque Nacional de Doñana, como decía el art. 1 de la Ley 91/78 (RCL 1979, 99), se establece en razón de su interés educativo, científico, cultural, recreativo, turístico y socioeconómico,…… debiendo concluirse que existió una deficiente gestión de la Administración competente en 1995 en un aspecto tan relevante desde el punto de vista científico y ambiental, como el relativo al cuidado y alimentación de las aves en el ámbito del Espacio Natural, lo que llevó a estas a abandonar el mismo en busca de una alimentación que allí no encontraban, pese a que desde años antes era conocida la influencia y efectos de la sequía estival, no tomándose medidas preventivas (como las antes referidas de 1990), o de otro género, causándose de esa forma daños a propietarios de terrenos próximos, sin aviso, ni consentimiento de estos, y que por tanto no estaban obligados a soportar”.

3 TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA DE LAS COMUNIDADES AUTONOMAS.

B) Cataluña.

La Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJ de Cataluña por sentencia de 8 de febrero de 1007 dictada en procedimiento jurisdiccional de los derechos fundamentales de la persona, va a desestimar parcialmente el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia del Juzgado nº 5 de Barcelona que había condenado al Ayuntamiento de Espulgues de Llobregat -en lo que a los efectos del comentario de la sentencia nos interesa- a  adoptar todas las medidas necesarias para el cese inmediato de la vulneración de derechos fundamentales (arts. 15, 18. 1 y 2 de la Constitución Española) mediante el dictado de los actos administrativos necesarios para obtener mediante ejecución voluntaria o forzosa, en su caso subsidiaría municipal, la eliminación del exceso de ruido permitido en el exterior e interior del domicilio familiar del demandante provocado por la actividad e instalaciones del un bar restaurante. 

Reconociendo además el derecho del recurrente a ser indemnizado por el ayuntamiento demandado por los perjuicios sufridos en la cuantía que se determinara en fase de ejecución con arreglo a las bases que se señalan en el fundamento jurídico quinto.
Javier Domper Ferrando

Profesor Titular de Derecho Administrativo
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